ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

RADICACIÓN: 66001  31 07 001 2019 00018 01
 ACCIONANTE: BLANCA LIGIA CASTAÑEDA  VS. COLPENSIONES

ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / PRINCIPIOS DE INMEDIATEZ Y SUBSIDIARIEDAD / CUENTA DE COBRO A COLPENSIONES / LA ACCIONANTE DEJÓ TRANSCURRIR MÁS DE CINCO AÑOS DESDE EXPEDICIÓN DE LA CUENTA DE COBRO Y DISPONE DE LA ACCIÓN EJECUTIVA PARA HACERLA EFECTIVA.
La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
La Corte Constitucional ha señalado que la inmediatez exige que la acción de tutela sea promovida en un tiempo breve, contado a partir del momento en el que por acción u omisión se produce la amenaza o vulneración de los derechos fundamentales. (…)
Con relación al principio de la subsidiariedad, el propio artículo 86 Superior le reconoce a la acción de tutela un carácter residual, en el entendido de que la misma procede para proteger los derechos fundamentales, solo cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial”. No obstante dicha regla, los artículos 86 de la Constitución Política y 6-1 del Decreto 2591 de 1991, le fijan dos excepciones a la misma, tal como lo indicó la Corte Constitucional señaló lo siguiente:

“En virtud de la primera, la acción de tutela será procedente aun cuando el afectado disponga de otro medio de defensa judicial, si la misma se utiliza “como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, caso en el cual la decisión de amparo constitucional se mantendrá vigente solo durante el término que utilice la autoridad judicial competente para decidir de fondo sobre la acción ordinaria instaurada por el afectado. La segunda, en virtud de la cual, será procedente la tutela así existan otros medios de defensa judicial, siempre que los mismos no sean idóneos ni eficaces para enfrentar la amenaza o la vulneración de los derechos fundamentales invocados, caso en el cual la decisión del juez de tutela tiene un carácter definitivo”. (…)
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, treinta (30) de abril de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado por Acta No.0406 
Hora: 3:45 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el apoderado de la señora Blanca Ligia Castañeda de Alzate frente al fallo emitido el 13 de marzo de 2019 por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira dentro de la acción de tutela que instauró contra de Colpensiones. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. Informó el abogado John Jairo Jiménez Franco que la señora Blanca Ligia Castañeda, fue pensionada por el ISS, hoy Colpensiones, y en ocasión a que su cónyuge, el señor Martín Emilio Alzate, dependía económicamente de ella, solicitó al entonces ISS, mediante proceso ordinario laboral, el incremento en su pensión del 14% por tener personas a cargo. Dicho beneficio fue reconocido a través de sentencia proferida por el Juzgado 1o Laboral del Circuito de esta ciudad el 10 de junio de 2009, en la que se condenó a la demandada a pagar dicho porcentaje a partir del 23 de octubre de 2005 en adelante. Así mismo, se ordenó el pago de las costas pertinentes.  Posteriormente, se inició el proceso ejecutivo y el cual culminó con el respectivo mandamiento de pago junto con la liquidación del crédito y sus intereses y como ya estaba ordenada la inscripción en nómina, esta debía hacerse efectiva a partir del 1o de noviembre de 2009.

Manifestó que en calidad de apoderado judicial de la señora Blanca Ligia Castañeda y como el ISS estaba en liquidación, se procedió a presentar la cuenta de cobro, por lo que creyó fervientemente que su mandante había sido incluida en nónima y que estaba recibiendo el incremento aludido; sin embargo, se enteró por una familiar de la señora Castañeda que la entidad demandada nunca había cumplido con lo ordenado en el fallo del 1o Laboral del Circuito Juzgado.  De tal manera, que consideró que debía realizar las gestiones tendientes para hacer cumplir el fallo y por eso acudió al juez constitucional, de manera oficiosa, ya que la señora Blanca Ligia Castañeda nunca volvió a su oficina.

El Dr. Jiménez Franco solicitó que se tutelen los derechos al debido proceso, al derecho de petición, mínimo vital, la seguridad social y petición a la señora Blanca Ligia Castañeda, con el fin de que la entidad accionada de respuesta de fondo a la cuenta de cobro presentada con ocasión al fallo aludido e igualmente, para que se incluya en nómina y se le pague el retroactivo que corresponda, hasta la fecha en que permanezcan las circunstancias que dieron lugar al origen del incremento desde el 1o de noviembre de 2009 en adelante. (Fls.2-4)

2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 5-41).
2.3. Mediante auto del 28 de febrero de 2019, la A quo requirió al abogado John Jairo Jiménez Franco para que expusiera las razones por las cuáles actuaba como agente oficioso de la señora Blanca Libia Castañeda (Fl.42).

2.4. Mediante auto del 6 de marzo de 2019, el juzgado de primer grado admitió la demanda de amparo presentada por el Dr. John Jairo Jiménez Franco en atención al poder que le había conferido la señora Blanca Ligia Castañeda para que instaurara la presente acción constitucional y ordenó correr traslado de las mismas a Colpensiones (Fls. 44-46).

2.5. Con auto del 13 de marzo de 2019, el juzgado fallador vinculó oficiosamente a la Litis al Juzgado 1o Laboral del Circuito de Pereira (Fl. 52).
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. COLPENSIONES
La Directora de Acciones Constitucionales de la entidad argumentó que, verificado el sistema de información, se halló que la actora no había presentado ninguna petición sobre el cumplimiento del citado fallo, lo que conlleva a la improcedencia de la acción de tutela, en la medida que se trata de un presupuesto que debe agotarse previo a intentar la protección de los derechos fundamentales a través de este mecanismo constitucional. Además, argumentó que la accionante no cumple con el requisito de la inmediatez ya que la ejecutoria de la sentencia ordinaria fue en el año 2009. Por lo tanto, solicitó la declaratoria de improcedencia de la acción de tutela formulada, por no encontrarse cumplidos los requisitos de subsidiariedad e inmediatez. (Fls. 50-51)
3.2 JUZGADO PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA.
Su titular hizo una reseña de las actuaciones judiciales que se llevaron a cabo dentro del proceso ordinario laboral, en el que se reconoció a la accionante el derecho pensional que ahora es reclamado en la presente acción, el cual culminó con auto del 8 de julio de 2009, luego de lo cual se promoví{o proceso ejecutivo a continuación del ordinario y en el que se libró mandamiento ejecutivo el 9 de septiembre de 2009, que conllevó a que se diera por terminado el proceso ejecutivo por pago de la obligación, mediante auto del 8 de junio de 2010.  Así mismo, se pudo determinar que en el sistema de títulos judiciales, obra el No.457030000252680 por valor de $8.115.541.28, lo cual fu notificado por estado y una vez ejecutoriado, se remitió el expediente para su archivo, dándose aplicación al artículo 537 del CPC, norma vigente para el momento de los hechos.
Informó que nunca se indicó por parte de la ejecutante que no había sido incluida en nómina el incremento pensional por persona a cargo ordenado en la sentencia proferida por ese despacho, como tampoco ocurrió con posterioridad al 10 de julio de 2010, fecha en la que se notificó la terminación del proceso ejecutivo. Además, con los anexos a la demanda constitucional, no obra prueba alguna que permita inferir que luego de terminado el proceso ejecutiva, se hubiera realizado un nueva reclamación ante el ISS, ni ante su sucesora. 
Consideró que con la presente acción lo que se busca es darle cumplimiento al fallo judicial ya mencionado, para lo cual la accionante tiene la vía judicial y deberá iniciar nuevamente el proceso ejecutivo, lo que hace improcedente la acción de tutela.  Por lo tanto, en este caso no están probados ni el perjuicio irremediable, ni la urgencia y no se evidencia el requisito de la inmediatez, toda vez que desde el año 2010 la actora no ha realizado gestión alguna ni ante Colpensiones ni ante la jurisdicción ordinaria laboral para lograr el fin pretendido en esta demanda constitucional.

Insistió que la última solicitud realizada por la accionante corresponde al trámite ejecutivo adelantado en ese Despacho, relativa a la cuenta de cobro, la que finalmente se canceló dentro del proceso ejecutivo, el cual está terminado. 
Solicitó denegar la acción de tutela por ser improcedente (Fls. 54-56) 

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 13 de marzo de 2019, el Juzgado 1o Penal del Circuito Especializado de Pereira, resolvió declarar improcedente la acción de tutela interpuesta por el apoderado de la señora Blanca Ligia Castañeda De Alzate, en contra de la Administradora Colombiana- Colpensiones, al considerar que no se cumplían con los requisitos de subsidiaridad e inmediatez de la acción de tutela, ausencia de acreditación de un perjuicio irremediable y al estudiar el caso en concreto, pudo determinar que el apoderado de la accionante luego de haber presentado el proceso ejecutivo en contra del ISS, no solicitó con posterioridad ante Colpensiones el cumplimiento del fallo proferido por el Juzgado 1o Laboral del Circuito. (Fls. 61-66).
El abogado de la accionante fue notificado del fallo anterior el 14 de marzo de 2019 a través de correo electrónico (Fl. 69 frente y vuelto).

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 19 de marzo de 2019, el apoderado de la señora Blanca Ligia Castañeda, insistió que la cuenta de cobro que se presentó ante el ISS se encuentra pendiente de pagar desde el año 2013 y el A quo no se pronunció sobre ese en particular.  De tal manera, que la sentencia obliga al pago y al no tramitarse el mismo, se está vulnerando de manera permanente el debido proceso, pese a que el hecho que originó tal afectación es muy antiguo. 

Consideró que sugerir acudir nuevamente a la justicia ordinaria, representa un desgaste para el aparato judicial, cuando la cuenta de cobro fue presentada ante el ISS para el cumplimiento de la sentencia aludida. 
Solicitó revocar la decisión de primer grado y en su lugar acceder al amparo invocado (Fls. 72 y 73).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto
Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el fallo y acceder al amparo, tal como lo solicitó el accionante.
6.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. Sobre el requisito de la inmediatez.
La Corte Constitucional ha señalado que la inmediatez exige que la acción de tutela sea promovida en un tiempo breve, contado a partir del momento en el que por acción u omisión se produce la amenaza o vulneración de los derechos fundamentales. Así, en la Sentencia T-244 de 2017, dicha Corporación señaló lo siguiente:
“El propósito de la acción de tutela es la protección “inmediata” de los derechos constitucionales fundamentales, siendo entonces inherente a la naturaleza de dicha acción, brindar una protección actual y efectiva de aquellos
. Conforme con esto, a través de la exigencia del requisito de inmediatez se pretende evitar que el recurso de amparo constitucional sea empleado como una herramienta que premie la desidia, negligencia o indiferencia de los actores, o se convierta en un factor de inseguridad jurídica, al permitir que la acción de tutela se promueva en un tiempo excesivo, irrazonable e injustificado a partir del momento en que se causó la amenaza o violación de los derechos fundamentales
. Si bien la jurisprudencia constitucional ha establecido que no existe término expreso de caducidad para la acción de tutela, también ha precisado que la inmediatez en su interposición sí constituye un requisito de procedibilidad, pues ésta debe ser intentada dentro de un plazo razonable y oportuno, lo cual es coherente con el fin de aquella y la urgencia manifiesta de proteger el derecho fundamental amenazado o conculcado
. 
Respecto al requisito de inmediatez, la sentencia SU 499 de 2016 reiteró los presupuestos establecidos en la jurisprudencia constitucional.
 De esta forma, advirtió que “[…] la acción de tutela debe ser presentada con cumplimiento del principio de inmediatez, so pena de ser declarada improcedente, toda vez que la finalidad de ese amparo constitucional es brindar una protección inmediata a los derechos amenazados o vulnerados”.

2.3. Bajo este supuesto, esta acción ha sido instituida como mecanismo de aplicación inmediata para la tutela judicial efectiva de los derechos objeto de amenaza o violación. Sobre el particular, reitera la SU 499 de 2016, que “ [...] [e]n todo caso, dicho principio no conlleva a la existencia de un término de caducidad, tal y como lo afirmó esta Corporación en la sentencia C-543 de 1992, en la que declaró la inconstitucionalidad de los artículos 11, 12 y 40 del Decreto Ley 2591 de 1991. La razón fundamental de esa decisión fue: “la oposición entre el establecimiento de un término de caducidad para ejercer la acción y lo estatuido en el artículo 86 de la Constitución cuando señala que ella puede intentarse ‘en todo momento”.

2.4. Lo anterior, no implica que la inexistencia de un término de caducidad de la acción de tutela habilite el ejercicio del derecho de acción a una interposición indefinida, dado que una de las características esenciales de este mecanismo de protección es el principio de inmediatez. Así las cosas, la Corte Constitucional “[...] ha sostenido, de manera reiterada y consistente, que la solicitud de amparo constitucional debe interponerse en un término oportuno, justo y razonable”.

En ese marco la Corte determinó en la sentencia T-016 de 2006, que en consideración a los criterios de un término justo y oportuno, se debe tener en cuenta la razonabilidad de la acción. Ya que es en este supuesto donde se contemplan en sentido proporcional los medios y los fines, pues “[…] la inexistencia de un término de caducidad no puede significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable”. Pues bien, “la razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso concreto”. Por lo anterior, el juez está encargado de establecer de acuerdo con los hechos, si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado, “de tal modo que no se vulneren derechos de terceros”.

Así, la sentencia T- 243 de 2008 matizó las reglas que se deben tener en cuenta para determinar la razonabilidad del tiempo de interposición, al establecer que se requiere evidenciar: (i) que exista un motivo válido para la inactividad de los accionantes; (ii) que la inactividad justificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión; (iii) que exista un nexo causal entre el ejercicio tardío de la acción y la vulneración de los derechos fundamentales del interesado; (iv) que el fundamento de la acción de tutela haya surgido después de acaecida la actuación violatoria de los derechos fundamentales, de cualquier forma en un plazo no muy alejado de la fecha de interposición.

2.5. En efecto, la procedibilidad de la acción de tutela está condicionada a la inmediatez de su interposición, ya que aunque este mecanismo constitucional no está sujeto a un término específico, tampoco es indefinido en el tiempo. Su admisibilidad entonces, depende de la valoración del juez frente a los elementos expuestos: justo, oportuno y razonable, y de los supuestos fácticos. Dichas reglas en todo caso deben ser interpretadas de forma sistemática y de conformidad con los hechos en análisis, pues “[…] el elemento de la inmediatez es consustancial a la protección que la acción brinda a los derechos de los ciudadanos, ello implica que debe ejercerse de conformidad con tal naturaleza. 
 Esto condiciona su ejercicio a través de un deber correlativo: la interposición oportuna y justa de la acción”.
  (Subrayas propias)
6.5. Con relación al principio de la subsidiariedad, el propio artículo 86 Superior le reconoce a la acción de tutela un carácter residual, en el entendido de que la misma procede para proteger los derechos fundamentales, solo cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial”. No obstante dicha regla, los artículos 86 de la Constitución Política y 6-1 del Decreto 2591 de 1991, le fijan dos excepciones a la misma, tal como lo indicó la Corte Constitucional señaló lo siguiente
: 
“En virtud de la primera, la acción de tutela será procedente aun cuando el afectado disponga de otro medio de defensa judicial, si la misma se utiliza “como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, caso en el cual la decisión de amparo constitucional se mantendrá vigente solo durante el término que utilice la autoridad judicial competente para decidir de fondo sobre la acción ordinaria instaurada por el afectado. La segunda, en virtud de la cual, será procedente la tutela así existan otros medios de defensa judicial, siempre que los mismos no sean idóneos ni eficaces para enfrentar la amenaza o la vulneración de los derechos fundamentales invocados, caso en el cual la decisión del juez de tutela tiene un carácter definitivo.

(…) Esta Corporación ha sostenido de forma reiterada que la acción de tutela es un mecanismo encaminado a la protección de los derechos fundamentales cuando estos estén siendo amenazados o conculcados, se caracteriza por ser inmediato, residual, subsidiario y cautelar.
 Así, el carácter subsidiario de la acción de tutela se desprende del artículo 86 superior que dispone que “[…] esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

En este entendido, la acción de tutela no está instituida para reemplazar otros medios judiciales de defensa de los derechos de las personas, ni para ser utilizada de forma alterna en caso de que tales medios de defensa judicial no hubieren resultado suficientes. Esto, por cuanto el ordenamiento jurídico dispone la existencia de jurisdicciones diferentes a la constitucional, que de forma especializada atienden cada uno de los diferentes conflictos que los ciudadanos elevan ante la administración de justicia. Pero precisando además, que las decisiones de todas las autoridades, incluidas por supuesto las judiciales, deben someterse al ordenamiento jurídico (arts. 4º y 230 C.N.), marco dentro del cual los derechos fundamentales tienen un carácter primordial.
 
En consideración de lo anterior, este Alto Tribunal ha reconocido que la existencia de otro medio judicial no excluye per se la posibilidad de interponer una acción de tutela, siempre debe establecerse si los medios alternos con los que cuenta el interesado son aptos para obtener la protección requerida con la urgencia que sea del caso, es decir, si son idóneos; igualmente debe determinarse si a pesar de existir otros medios de defensa judicial, la acción de tutela es procedente en tanto actúa como un mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

(…) En ese marco, en el caso de las reclamaciones por retención de certificados académicos, debido al adeudamiento de mensualidades pensionales, la Corte ha establecido en su jurisprudencia que procede la acción de tutela para el amparo del derecho a la educación. De manera específica, en reiterada jurisprudencia
 ha señalado que “dentro del ordenamiento constitucional existe la prevalencia del derecho a la educación y por ende es admisible este recurso para su protección”. (Subrayas fuera del texto original)

6.6. Descendiendo al caso bajo estudio, la Sala procede a examinar los requisitos de procedencia de la acción de tutela.
6.6.1. De conformidad con las pruebas allegadas a la demanda, se advierte que luego de que el Juzgado 1º Laboral del Circuito de Pereira, profiriera sentencia de primera instancia el 10 de junio de 2009, por medio de la cual condenó al ISS pagar a la señora Banca Ligia Castañeda lo correspondiente al incremento pensional del 14% por cónyuge a cargo a partir del 1º de junio de 2009 y culminado el proceso ejecutivo correspondiente (Fls. 11-33), el abogado John Jairo Jiménez Franco presentó la respectiva cuenta de cobro ante el ISS con el fin de que cumpliera las órdenes judiciales, sin que se evidencia la fecha de radicación de esa reclamación (Fl.s 9 y 10).

6.6.2. A partir de lo anterior y conforme a la jurisprudencia constitucional relacionada, esta Sala encuentra que en el presente caso no se cumplen los requisitos de inmediatez y subsidiariedad de la acción de tutela.  En primer lugar, por cuanto no existe una justificación razonable para que el apoderado de la señora Castañeda o su mandante hubieran dejado pasar tanto tiempo sin acudir a la entidad accionada a solicitar información sobre el estado de su solicitud –cuenta de cobro, la que según el Dr. Jiménez Franco está pendiente desde el año 2013, lo que significa que desde esa fecha, a la señora Castañeda no se le ha configurado perjuicio alguno, toda vez que de esta situación no se hizo referencia alguna, ni aparece en al foliatura prueba que haga inferir lo contrario, más aún cuando a la misma ya se le reconoció la pensión por vejez. De tal manera, que no se acreditó el requisito de haberse instaurado oportunamente la acción de tutela, independientemente de que el Dr. Jiménez Franco hubiera estado convencido de que su mandante ya gozaba del incremento pensional, ella pudo haber acudido al juez constitucional para que se le protegieran sus derechos, máxime cuando ni siquiera se ha reclamado el título por $8.115.541.28 que reposa en el Juzgado 1º Laboral del circuito, con base en el cual se dio por terminado el proceso ejecutivo, seguido luego de la acción ordinaria como manifestó la titular de ese despacho al dar respuesta a la acción de tutela.
6.6.3. Con respecto del requisito de subsidiariedad, debe señalarse igualmente que el mismo no se cumple en el asunto puesto en conocimiento por el apoderado de la señora Castañeda, ya que esta tiene a su disposición otro medio de defensa judicial para invocar la protección de sus derechos, pues para hacer cumplir un fallo judicial, existe la vía ordinaria laboral, tal como lo señaló la misma Jueza 1ª Laboral del Circuito de esta ciudad.  Debiendo entonces, la actora acudir a este mecanismo idóneo, sin que pueda colegirse que la accionante tenga algún impedimento para promoverlo.  De tal manera, que la falta de agotamiento del supuesto de subsidiariedad, la acción de tutela no puede implementarse para sustituir los mecanismos ordinarios de defensa.
6.6.4. En ese orden de ideas, la Sala considera que la decisión tomada por el juzgado de primera instancia fue acertada, toda vez que la misma se ajustó a los lineamientos legales y jurisprudenciales que hacen referencia a la improcedencia de la acción de tutela por no cumplirse los requisitos esenciales para estudiar el asunto de fondo.

DECISIÓN 

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,
RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida el 13 de marzo de 2019 por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira dentro de la tutela interpuesta por el apoderado judicial de la señora Blanca Ligia Castañeda en contra de Colpensiones, en lo que fue objeto de impugnación.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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� Sentencia SU 499 de 2016.


� Sentencia T-016 de 2006


� Cfr. Sentencia T- 243 de 2008.


� Ver las sentencias T-526 de 2005; T-016 de 2006; T-692 de 2006; T-1084 de 2006; T-1009 de 2006; T-792 de 2007; T-825 de 2007; T-243 de 2008; T-594 de 2008; T-189 de 2009; T-691 de 2009, T-328 de 2010 y SU-499 de 2016 entre otras.


� Sentencia SU-961 de 1999, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.


� Sentencia T-244 de 2017


� Ver. Sentencias T-580/06, T-996A/06, T-199/07, T-335/07, T-764/07, T-266/08, T-296/08, T-812/08, T-1097/08, T-152/09, T-618/09, T-562/09,, T-655/09, T-134A/10, T-135A/10, T-196/10, T-202/10, T-445/10, T-500/10, T-514/10, T-737/10, T-930/10, T-290/11, T-547/11, T-717/11, T-107/12, T-330A/12, T-442/12, T-445/12, T-447/12, T-448/12, T-758/12, T-436/12, T-806/12, T-814/12, T-826/12,T-544/13, T-001/14, T-002/14, T-003/14, T-005/14, T-006/14, T-037/14, T-038/14, T-064/14, T-065/14, T-071/14, SU.074/14, T-075/14, T-076/14, T-077/14.


� Sentencia T-590 de 2011 M.P.  Luis Ernesto Vargas Silva. 


� (…) el cumplimiento del principio de subsidiariedad exige que la puesta a consideración de los conflictos jurídicos ya sea por vía administrativa o jurisdiccional se efectúe diligentemente, es decir dentro de los límites temporales que el mismo ordenamiento jurídico impone en muchos casos, siendo únicamente viable la habilitación de la acción de tutela cuando dichos medios a pesar de haber sido agotados no brindaron la protección iusfundamental o cuando a pesar de que existan, los mismos no resulten idóneos, caso en el cual la protección tutelar podrá obtenerse como mecanismo transitorio”. Sentencia T-584 de 2012, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� Al respecto ver. Sentencia T-612 de 1992, T-015 de 1994, T-607 de 1995, T-235 de 1996, SU-624 de 1999, T-801 de 2002, T-209 de 2005, T- 659 de 2012 y T-854 de 2014, entre otras.
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